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1.- Introducción
A poco de cumplirse un año de vigencia de la ley 27.348, la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo exhibe jurisprudencia referente al control constitucional de validez del procedimiento que la norma citada estructura en su Título I.
El objeto del presente es realizar un sucinto análisis de aquellos precedentes -que serán referidos siguiendo un orden cronológico- y establecer sus alcances.
2.- Dictamen del Fiscal General
En primer término se expidió el Fiscal General ante la Cámara, mediante dictamen de fecha 12 de julio de 2017 en la causa “Burghi c. Swiss Medical ART S.A.” (de la Sala II del Tribunal).

En el caso se trató de una acción destinada al cobro de las prestaciones sistémicas, determinándose en primera instancia la falta de aptitud jurisdiccional directa para conocer en el reclamo al desestimarse el planteo de inconstitucionalidad de los arts. 1º y concordantes de la ley 27.348 (y reputándose que debía transitarse por las comisiones médicas).

El dictamen del Fiscal General, mas allá del valor que como piezas jurídicas poseen regularmente sus opiniones, reposa aquí en consideraciones generales y no alude en forma concreta a la mecánica de la ley y su reglamentación, cuestiones que debieron tratarse.

Se evidencian en el citado dictamen las siguientes omisiones, que luego se verifican también en el decisorio de la Sala:

a)    No advierte que se trata de controversias entre privados regidas por el derecho común, punto sobre el cual la Corte hiciera especial referencia en la causa “Fernández Arias c. Poggio” -que el dictamen cita-.

b)    Alude a un régimen “algo parco y barroco” y “desprolijidad lingüística”, para concluir de todos modos que existe resguardo del derecho de defensa. El dictamen está reconociendo que el procedimiento es oscuro y kafkiano, y concluye en contra de la premisa: en materia de derecho de defensa el estándar de análisis debe ser estricto, pues se está cercenando una garantía básica del estado de derecho. Si se pretende despojar de algo tan primario como es la tutela judicial directa y trasladar a sujetos no previstos constitucionalmente el poder decisor sobre los derechos de los ciudadanos, no es tolerable la existencia de ambages.

c)    Advierte que el legislador “incurre en una dudosa delegación hacia la Superintendencia de Riesgos del Trabajo en lo que hace al procedimiento”, sin profundizar el análisis del tópico.

d)    Reconoce que “la revisión judicial plena, sin cercenamientos y en todas las facetas de la controversia” es la médula de la validez de la intervención previa de organismos administrativos. Y luego afirma, dogmáticamente, que “permanece reservado al Poder Judicial… el minucioso examen pleno de lo actuado por las comisiones médicas”, advirtiendo antes que “se ha elegido la terminología recurso y nada indica que este no deba ser pleno”. En la mecánica de la ley y su reglamentación se deriva expresamente a un recurso concedido “en relación”, y tal como reseñáramos en nuestra obra específica sobre el tema
 se colocan incontables vallas para que los tribunales y las partes puedan obrar libremente.

e)    Ninguna alusión se hace al procedimiento (res. 298/17 SRT). Si se está analizando la validez del sistema (esto es, la concreta mecánica que asume en el caso particular de este régimen la garantía de la defensa en juicio), debe hacerse mérito de las puntuales previsiones normativas y reglamentarias. De nada sirve acudir a consideraciones generales sobre la doctrina de la Corte, pues la cuestión a analizar es de que modo concreto se estructura el procedimiento de la ley 27.348 y la res. 298/17. Ello se omite completamente en el dictamen.

f)    La prueba de la falta de idoneidad del procedimiento se encuentra explícita en el dictamen: “La posible laguna actual acerca del proceso judicial concreto ulterior, deberá ser conjurada por los magistrados”. Ello quiere decir que se subvierten las funciones y se coloca a los jueces a obrar como legisladores, con una circunstancia adicionalmente grave: cada magistrado cubrirá la laguna según su parecer, quedando atada a ello la suerte del derecho de defensa en juicio de los justiciables (con violación, además, de la igualdad de tratamiento).

La posición citada, que el Fiscal General sentara en el dictamen que emitiera en la causa “Burghi”, fue reiterada en sus opiniones posteriores.

3.- Sentencia de la Sala II en la causa “Burghi”
Con fecha 3 de agosto de 2017 se expidió la Sala II de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, en la ya citada causa “Burghi”, siguiendo el dictamen del Fiscal General.
La sentencia de la Cámara no otorga argumentos diversos pero alude reiteradamente a la falta de tratamiento de agravios concretos y específicos, advirtiéndose al inicio de la pieza que el recurso merecería la deserción y resulta dogmático. De allí puede extraerse, como conclusión, que ante el planteo particular que evidencie a la Sala de qué modo la ley 27.348 y la res. 298/17 SRT violan el derecho de defensa del actor, la decisión podría ser diversa. A esa conclusión debe arribarse pues no resultaría comprensible que un proceso que se encuentra plagado de omisiones, contradicciones, incongruencias e insuficiencias, pudiera ser convalidado por un tribunal de justicia que debe hacer del debido proceso una garantía primaria e intocable.

Puede adunarse, en torno a la sentencia de la Cámara, que en ella misma se alude a la intervención de los expertos en medicina “para que informen” a fin de posibilitar “un adecuado juzgamiento”. Se olvida entonces que, justamente, en la ley cuestionada el poder decisor se está otorgando a los galenos, que hacen las veces de jueces de primera instancia.
4.- Sentencia de la Sala X en la causa “Corvalán”
Difiere de lo anteriormente reseñado lo resuelto por la Sala X la causa “Corvalán c. Swiss Medical ART S.A.” (sentencia del 30 de agosto de 2017). 
Allí la Cámara admite el acceso a la jurisdicción laboral directa, en función de la inconstitucionalidad -que decreta- de la res. 298/17 SRT. 
Más allá del mérito de la resolución (que ingresa en el análisis del diseño procesal concreto, aún cuando sus mayores deficiencias no han sido aún tratadas), creemos necesario destacar que la función decisoria a los jueces parte de la misma ley 27.348 y se refrenda en la resolución. Por ende, en tal aspecto, la inconstitucionalidad es en cierta medida indisoluble.

5.- Sentencia de la Sala VII en la causa “Mercado”
La inconstitucionalidad de la ley 27.348 ha sido declarada por la Sala VII de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, que en la causa “Mercado c. Galeno ART S.A.” (sentencia del 2 de octubre de 2017) ha ingresado en el análisis concreto de la mecánica que diseña la norma citada a partir de su art. 1º. 
La Cámara sostiene allí que “lo que se habilita no es una acción, sino un mero recurso”, sin que se brinden las garantías del debido proceso al no permitir el replanteo de las cuestiones que habrán sido tratadas por profesionales de la medicina resolviendo cuestiones jurídicas. Por ello la norma es inconstitucional, al violar esencialmente los arts. 18 y 109 de la Const. Nacional.
6.- Sentencia de la Sala III en la causa “Herrera”
Con fecha 10 de octubre de 2017 se expidió la Sala III de la Cámara, resolviendo en la causa “Herrera c. ART Interacción S.A.”.

Se decreta allí la inconstitucionalidad del procedimiento administrativo obligatorio ante las comisiones médicas, por considerárselo violatorio de profusa normativa supralegal que en el decisorio se cita.
Lo particular de la resolución se halla en el contrapunto que efectúa con el primer precedente sobre el tópico (causa “Burghi”), al oponer a sus argumentos -que sucintamente reseñáramos- un análisis de la jurisprudencia de la Corte en torno a la limitación que rige respecto de la intervención de órganos administrativos cuando estos invaden la parcela natural que corresponde a los tribunales de justicia.

7.- Sentencia de la Sala I en la causa “Cortes”
El último tribunal en pronunciarse, a la fecha de este comentario, ha sido la Sala I de la Cámara.

El primer voto corresponde a la doctora Pasten de Ishihara, quien se pronuncia por la inconstitucionalidad del art. 1º de la ley 27.348. Destaca al efecto que se otorga a las comisiones médicas la facultad de ejercer funciones que exceden su ámbito de actuación, incluyendo cuestiones netamente jurídicas. Agrega que, amen de la violación del art. 116 de la Const. Nacional, el proyecto legislativo contiene “expresiones generalizadas” sin que de aquél surjan elementos suficientes que permitan valorar la razonabilidad de los objetivos económicos y políticos que el legislador tuvo en mira para dotar a quienes integran las comisiones médicas de facultades jurisdiccionales.

Sobre el punto debe advertirse que la ley 27.348 alega a efectos de restringir el acceso a la justicia la existencia de un “exceso de litigiosidad”, reeditando argumentos que se vertieran con la ley 24.557. A ellos ya se ha dado respuesta desde el seno mismo de la Corte, al afirmarse: “No puedo soslayar que el propósito de poner fin a la excesiva litigiosidad (y su correlativa incertidumbre) ha sido relacionado con la sanción de la LRT. Al respecto, solo diré que entre los diversos caminos constitucionalmente abiertos a las leyes para disminuir el costo social de la práctica judicial defectuosa, no se encuentra el de cerrar los tribunales”
. Incluso desde la doctrina civil se ha dicho que la Ley de Riesgos del Trabajo viola el art. 109 de la CN, pues la solución legal “está inmersa dentro del fenómeno de desconfianza generalizada al Poder Judicial”
. Es obvio que no se trata de un argumento válido para borrar la función judicial.
Pese a ello, en la causa “Cortes” la mayoría se conforma que con el voto de las doctoras Hockl y González. La primera se limita a remitir a la opinión del Fiscal General (sentada en “Burghi”), sin otorgar fundamentos propios ni desarrollar argumentación autónoma en torno a un tópico tan importante y debatido. Por su parte, la doctora González remite a la posición que sustentara como integrante de la Sala II de la misma Cámara, al votar en la ya citada causa “Burghi”.

Por ende la Sala I, sin tampoco adentrarse en el análisis de la reglamentación que en definitiva termina configurando el sistema (res. 298/17 SRT), concluye convalidando la intervención previa y obligatoria de las comisiones médicas, desestimando la inconstitucionalidad de la ley 27.348.

8.- Conclusión
Mediante las sentencias dictadas por las Salas X (causa “Corvalán”), VII (“Mercado”) y III (“Herrera”) de la CNAT, se ha abierto el camino jurisprudencial que destaca las violaciones constitucionales que provocan el régimen procesal instaurado por la ley 27.348 y su reglamentación (res. 298/17 SRT). Quedando incluso pendientes de tratamiento múltiples aspectos que profundizan su invalidez, por la incongruencia e irrazonabilidad práctica que importan, tal como puntualmente reseñáramos en un capítulo particular (Capítulo VII) de la obra donde analizamos la última reforma al régimen de riesgos del trabajo, a cuya lectura remitimos
. 
En la causa “Burghi” de la Sala II, por el contrario, se valida en principio el sistema procesal pero ello amerita dos advertencias: la Cámara no da tratamiento a cuestionamientos no introducidos, y afirma que la revisión judicial es plena.
Lo resuelto por la mayoría de Sala I, por su parte, resulta carente de autonomía a efectos del análisis, ya que deriva a la causa citada en el párrafo precedente. 

En conclusión, y en función de todo lo anterior, la mecánica pretendida por la ley queda siempre modificada: o la norma es inconstitucional (y el acceso a la justicia mediante demanda ordinaria es directo), o la revisión es plena con amplitud de debate y reedición de cuestiones fácticas, de prueba y jurídicas (y no ceñida a un recurso concedido en relación).
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